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Los hechos más saltantes del mes de febrero fueron: 
En Bolivia, numerosas acciones de protesta/demanda, algunas de ellas teñidas de violencia. Por otro lado y pese a la crisis global, las cifras a febrero 2012 señalan que el 65 por ciento de los depósitos y el 70 por ciento de los créditos se pactaron en moneda nacional. En Colombia, con el inesperado anuncio de las FARC de liberar unilateralmente a diez secuestrados que están en su poder desde hace cerca de 12 años, así como cesar totalmente con el secuestro extorsivo, la eventualidad de un proceso de paz se ha posicionado como un tema relevante en la agenda política del país. En Ecuador, especial atención de dio a la resolución del caso del Diario El Universo, así como el perdón y la remisión de las sentencias interpuestas por el presidente Correa en contra de los directivos de dicho Diario, cuanto por el hallazgo de droga en la valija diplomática ecuatoriana. Asimismo, en este mes se definió el calendario electoral para las elecciones generales del 2013, se programaron visitas diplomáticas al CIDH y la sede de la Unión Europea y se posesionó el nuevo Comandante del Ejército ecuatoriano. En Perú, la coyuntura política peruana estuvo concentrada en la reciente captura del cabecilla de uno de los remanentes del grupo terrorista Sendero Luminoso, Florindo Flores alias “Artemio”. Bajo su mando un grupo de subversivos que continuaban con la ideología del ex líder Abimael Guzmán (hoy en prisión) tenían bajo su control la zona del Huallaga, ubicada en el interior de la selva peruana.
BOLIVIA
El conflicto: ¿otra vez el pan de cada día?
Organizaciones indígenas e interculturales, médicos y trabajadores de salud, maestros, productores de coca, personas con discapacidad, y otros sectores protagonizaron numerosas acciones de protesta/demanda, algunas de ellas teñidas de violencia, durante el mes de febrero, mostrando un escenario de conflictividad creciente, que pone a prueba la capacidad del gobierno para procesar oportuna y adecuadamente los factores de conflicto que generan tensión social y política e impactos negativos sobre la economía.
La denominada “contramarcha” protagonizada por organizaciones integrantes del Consejo Indígena del Sur (CONISUR)[footnoteRef:1], que llegó a la ciudad de La Paz el día 30 de enero, culminó con la sanción y promulgación (el día 10 de febrero) de una ley denominada “ley de consulta previa” (Nº 222) destinada, expresamente, a viabilizar la construcción de una  carretera que, en criterio del gobierno, es absolutamente indispensable para el desarrollo regional y nacional y que,  debería atravesar  por el corazón mismo del Territorio Indígena del Parque Nacional Isiboro Sécure (TIPNIS)[footnoteRef:2]. [1: Organización que agrupa a algunas comunidades  indígenas, así como a gremios de colonizadores, hoy denominados  ”interculturales”, y también a productores de coca, todos ellos asentados en el denominado Polígono 7 que, según el Instituto de Reforma Agraria ya no pertenecería al Territorio Indígena del Parque Nacional Isiboro Sécure (TIPNIS). Por otra parte el carácter indígena de tales comunidades ha sido puesto en entredicho por algunas entidades especializadas en el tema como la Fundación Tierra, que sostiene que sólo una de las 9 comunidades asentadas en la región a la que representa el CONISUR conserva su carácter indígena, y que las demás habrían sido asimiladas o absorbidas por  el sector colonizador. 
nacional@paginasiete.bo  11.02.12  pag. 3]  [2:  Ver informes de coyuntura de octubre, noviembre, diciembre de 2011 , que abordan la problemática del Territorio Indígena del Parque Nacional Isiboro Sécure, área protegida y de importancia estratégica desde el punto de vista ambiental y de las reservas de agua dulce existentes en ella, y  en la cual el gobierno de Evo Morales se propone  construir una carretera.] 

Esta última ley es el  resultado medular  del acuerdo alcanzado entre el gobierno y las organizaciones integrantes del  CONISUR. La ley ha sido duramente impugnada por los dirigentes de la Confederación de Pueblos Indígenas del Oriente Boliviano  (CIDOB),  protagonista principal de la VIII  marcha indígena que en octubre de 2011 había logrado arrancar al gobierno la promulgación de otra ley (la Nº 188) que declara,  precisamente, la intangibilidad del TIPNIS. Esa organización ha advertido que librarán una férrea resistencia a la nueva ley, impidiendo el ingreso a dicho territorio de cualquier comisión gubernamental, anunciando además la realización de la IX marcha indígena en defensa del TIPNIS[footnoteRef:3]. [3:  nacional@la-razon.com   11.02.12,  pág A6-A7] 

El Defensor del Pueblo ha observado que esta ley “no se apega a la constitucionalidad vigente, vulnera el carácter previo y el principio de buena fe de la consulta…porque sería llevada a cabo después de iniciada la ejecución del proyecto carretero”[footnoteRef:4]. Otras instituciones, notoriamente afines al gobierno y a sus políticas, exhortaron al gobierno a suspender la aprobación de cualquier nueva ley y trabajar, más bien, en la elaboración de un Plan de Conciliación que permita la solución integral del problema[footnoteRef:5] [4:  nacional@la-razon.com    11.02.12, pág A7]  [5:  Fundación UNIR Bolivia, Fundación Jubileo, Fundación Tierra y Asamblea Permanente de Derechos Humanos de La Paz.   www.la-razon.com  10.02.12,  pág. A23] 

A su vez, el presidente Morales ha declarado que “oponerse a la consulta es rechazar la CPE y los convenios internacionales” y dirigentes del MAS han amenazado con iniciar juicios por el delito de “sedición” a quienes se opongan a la consulta[footnoteRef:6]. [6:  www.cambio.bo    Sección Cambio Político , 15.02.12 ,  pág. 4] 

Como se  había advertido en el informe de octubre de 2011, la ley de intangibilidad del TIPNIS parecía marcar, no el final de un conflicto sino el inicio de un proceso que se anuncia largo, complejo y cargado de riesgos. 
La otra cara de la medalla: el auge del sistema financiero, de la minería y…del narcotráfico
La banca en Bolivia está pasando por su mejor nivel histórico. Pese a la crisis global, las cifras oficiales muestran que en el 2011 se produjo un crecimiento récord en todos los rubros: depósitos, créditos, utilidades, patrimonio, alcanzando adicionalmente el nivel histórico más bajo en el índice de mora de cartera. A esto se suma el éxito que han logrando en los últimos años las autoridades monetarias bolivianas revirtiendo la dolarización del sistema financiero. Las cifras a febrero 2012 señalan que el 65 por ciento de los depósitos y el 70 por ciento de los créditos se pactaron en moneda nacional. Estos datos son impresionantes si se considera que el 2002 apenas alcanzaban al 6 por ciento para los depósitos y al 3 por ciento para los créditos. Esto se consiguió a través un programa de apreciación paulatina de la moneda nacional, el aumento sostenido del encaje legal para los depósitos en dólares y la compra de títulos valores por parte del Banco Central de Bolivia.
El espectacular crecimiento que está registrando el sector financiero boliviano se explicaría en parte por el buen momento que continúan experimentando los precios internacionales de materias primas, en particular hidrocarburos y minería, y por el dinamismo que estos sectores generan en la economía interna del país, al tratarse de las dos actividades económicas principales de Bolivia. En efecto, las exportaciones mineras en el 2011 alcanzaron un nuevo récord histórico. Esto se produjo pese a que los volúmenes exportados de los principales minerales que produce Bolivia mostraron decrecimiento (plata y zinc) o estancamiento (estaño), revelando que el crecimiento en el valor de las exportaciones se origina en los mejores precios internacionales. 
Por último, otro factor que explicaría el auge del sistema financiero en el 2011 es la expansión de las actividades del narcotráfico y el consiguiente lavado de dinero. Esto parecería corroborarse por el último informe del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), que incluye a Bolivia en la “lista gris” de países que han mostrado insuficientes esfuerzos de lucha contra el lavado de dinero del narcotráfico. Se trata de un factor complejo e impregnado de muchos elementos nocivos para el tejido social y la economía, pero cuyo impacto no puede desdeñarse.
La tarea pendiente de la gestión gubernamental radica en cómo traducir esa bonanza financiera en desarrollo productivo sostenible y empleo estable. La transferencia de alrededor de 3.800 millones de dólares de las Reservas Internacional Netas (RIN) (aproximadamente 32%) para financiar proyectos de inversión de las empresas estatales consideradas estratégicas: YPFB (Explotación Hidrocarburos) COMIBOL (Minería), ENDE (Electricidad), EABSA (Azucar) y EBIH (Industrialización de Hidrocarburos)[footnoteRef:7], no parece suficiente y conlleva altos riesgos  que tienen que ver con la eficiencia y transparencia de su manejo por dichas empresas. La directora ejecutiva de la CEPAL, que estuvo de visita en Bolivia en diciembre de 2011 recomendó al gobierno “mucha cautela” en el manejo de las RIN.[footnoteRef:8] [7:   economia@la-razon.com , 03.02.12, pág.  A10 ]  [8:   Id.] 

COLOMBIA
Con el inesperado anuncio de las FARC de liberar unilateralmente a diez secuestrados que están en su poder desde hace cerca de 12 años, así como cesar totalmente con el secuestro extorsivo, la eventualidad de un proceso de paz se ha posicionado como un tema relevante en la agenda política del país. Este hecho, sin embargo, no ha logrado opacar lo paradójico de la situación en que se encuentra el uribismo, el cual tiene a uno de sus principales voceros como prófugo de la justicia, condición desde la cual propone la organización de un movimiento político en contra del presidente Santos.      
Cautela frente anuncios de paz de las FARC
En un hecho que algunos sectores del país han calificado de histórico, el pasado 26 de febrero el grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC, hizo tres importantes anuncios: la inminente liberación de los últimos diez miembros del Ejército y de la Policía que tienen en su poder, la voluntad política de iniciar conversaciones con el Gobierno para buscar una salida política al conflicto armado y, de manera sorpresiva, la eliminación del secuestro extorsivo como parte de su estrategia de financiación.
El anuncio, en sí mismo, es de gran relevancia. Al fin y al cabo, de materializarse, pondría fin al drama humano de los diez soldados y policías secuestrados por las FARC desde hace más de una década, así como al de sus familias. Además, dado que el presidente Juan Manuel Santos previamente había condicionado la posibilidad de un proceso de paz al fin del secuestro (ver informe de coyuntura de enero de 2012), existen razones para creer que este comunicado es una respuesta clara de las FARC para avanzar hacia dicho proceso, como ha sido interpretado por influyentes líderes políticos así como algunos colectivos cívicos.  
La importancia del anuncio adquiere mayor importancia teniendo en cuenta que, pocos días antes de salir a la luz pública, la segunda guerrilla más grande del país, el Ejército de Liberación Nacional –ELN, había propuesto una tregua bilateral y una mesa de negociación con el Gobierno. Si bien no existen indicios para concluir que estos gestos de paz hacen parte de una estrategia concertada entre las FARC y el ELN, si pone en la agenda política la eventual posibilidad de realizar un proceso de paz colectivo con estas dos agrupaciones. 
Sin embargo, al margen de estas hipótesis y del entusiasmo que ha generado la liberación de los secuestrados, es claro que el comunicado se ha tomado en términos generales con mucha cautela. Al fin y al cabo no es la primera vez que esta guerrilla pregona gestos de buena voluntad que nunca se concretan. Para no ir más lejos, desde diciembre de 2011 han anunciado la liberación inminente de seis de los secuestrados en su poder, para posteriormente, sin clara justificación, postergarla.  
Pero más allá de estos antecedentes, una lectura detallada del comunicado hace dudar acerca del impacto que tendrá en el desarrollo del conflicto armado en el país. De hecho, al mismo tiempo que las FARC anuncian la liberación de todos los soldados y policías que tienen en su poder, advierten que la escalada del conflicto traerá “más prisioneros de guerra de ambas partes“, algo que seguramente resultará inaceptable para el Gobierno. Así mismo, aunque la guerrilla anuncia la proscripción del secuestro extorsivo, guarda silencio acerca de la suerte de los más de 400 civiles secuestrados que tienen en su poder con fines económicos, de acuerdo a cálculos de  diversas ONG. 
En ese sentido, la pregunta que surge es por qué hacen semejante anuncio. Aunque con las FARC es difícil ir más allá del terreno de la especulación, es probable que con esta decisión estén buscando un respiro estratégico que les permita reorganizarse internamente luego de los contundentes golpes militares recibidos en los últimos años, el desgaste político que les ha traído el secuestro y la urgencia de recuperar legitimidad a nivel internacional. La pregunta es si tal reorganización servirá para buscar la paz o para fortalecerse en la guerra. 
Por lo pronto, el Gobierno Nacional y la mayoría de partidos y líderes políticos respondieron de la misma forma que previamente lo habían hecho al ELN: para siquiera considerar el diálogo, es necesario que esos comunicados se conviertan en hechos. Y es ahí, en esa concreción, en donde han fallado los diversos intentos de paz en el pasado.       
Uribismo desde la clandestinidad
A mediados de febrero, en Colombia se dio a conocer el siguiente comunicado: “Desde la clandestinidad, Luis Carlos Restrepo envió (…) su primera declaración en su condición de rebelde político. Restrepo resistirá a la andanada del concierto criminal -que incluye sectores del Estado- cuyo designio es la venganza y luchará por una Asamblea Nacional Constituyente que salve y renueve el aparato de justicia“.  
Esta clase de anuncio, característico de los grupos guerrilleros y revolucionarios del país, resulta sorprendente –por decir lo menos–, ya que hace referencia a la decisión del ex Alto Comisionado para la Paz durante el gobierno de Álvaro Uribe, Luis Carlos Restrepo, de no presentarse ante las instancias judiciales del país que lo requieren, pedir asilo político en otra nación –se desconoce cuál– y llamar desde la clandestinidad a la retoma del poder político alrededor de la figura de Uribe y en oposición al presidente Juan Manuel Santos. 
Los antecedentes de esta historia se remontan a 2006, cuando Restrepo coordinó la desmovilización de 66 combatientes de las FARC, proceso que a la postre se probó fue en gran medida un montaje (ver informe de coyuntura de octubre de 2011). A raíz de este caso, la Fiscalía General de la Nación abrió una investigación contra Restrepo, así como ordenando su detención preventiva. Esta orden de captura motivó a Restrepo a huir del país, decisión respaldada por el ex presidente Uribe, quien una vez más denunció la existencia de una persecución política en su contra. 
Si bien en el pasado esta hipótesis fue calificada por la opinión pública como exagerada y paranoica –excepto en los círculos más uribistas–, en esta ocasión, incluso desde sectores alejados al expresidente, surgieron dudas acerca de la proporcionalidad de la decisión de la Fiscalía. Al respecto, si bien es claro que en efecto hubo un montaje y la obviedad de este lleva a intuir que Restrepo era consciente de ello de un modo u otro, aún no es claro si él orquestó la falsa desmovilización, fue engañado por el Ejército o ambos fueron embaucados por un hábil desertor de las FARC. 
En todo caso, este caso representa un nuevo round en la disputa política entre los presidentes Uribe y Santos, disputa que cada vez se polariza más y que, en esta ocasión, está enviando un mensaje desestabilizador para la democracia. No de otra forma puede interpretarse que uno de los principales voceros del uribismo desconozca la legitimidad del aparato de justicia y, desde la clandestinidad, haga un llamado político-electoral a retomar el poder.   
Fiscalía en Colombia: ¿La interinidad comienza a ser la regla?
La elección de la Fiscal General de la Nación estuvo viciada. Así lo estableció el Consejo de Estado colombiano, instancia que desde hace varias semanas, en el marco de una demanda ciudadana, estaba analizando el caso. Aunque el fallo aún no ha sido publicado en su totalidad, y por lo tanto no se conocen con exactitud las implicaciones del mismo, de lo que sí se tiene certeza es que la actual Fiscal, Viviane Morales, cabeza del principal órgano judicial de investigación y acusación penal, tendrá que dejar su cargo en 15 días o máximo 2 meses, cuando la sentencia entre en vigencia. 
Si bien la destitución no fue propiciada por actos de corrupción o sanciones disciplinarias contra Morales, sino por vicios de procedimiento en la conformación del quórum en la Corte Suprema de Justicia –órgano responsable de su elección–, el escenario resulta sumamente preocupante y tiene importantes repercusiones políticas. En primer lugar, porque la Fiscal había asumido el liderazgo de algunos de los procesos judiciales más relevantes y difíciles de los últimos años, tales como las investigaciones contra algunos de los más cercanos colaboradores del expresidente Álvaro Uribe   –entre ellos el ya mencionado Luís Carlos Restrepo– por corrupción, interceptaciones ilegales y vínculos con grupos paramilitares; los procesos en contra de la cúpula militar del expresidente Belisario Betancur (1982 – 1986) por crímenes de lesa humanidad en la operación de retoma del Palacio de Justicia previamente asaltado por la guerrilla del M-19; la corrupción durante la administración del exalcalde de Bogotá Samuel Moreno, entre otros. 
 La relevancia del fallo también tiene implicaciones sobre la credibilidad del aparato de justicia colombiano. Al fin y al cabo, antes de la llegada de Morales a la Fiscalía, en febrero de 2012, el cargo había estado 16 meses en interinidad ante la negativa de la Corte Suprema de aceptar la terna presentada por el expresidente Uribe. En su momento, este escenario generó una grave crisis institucional y un fuerte choque entre los poderes ejecutivo y judicial. En ese sentido, desde algunos sectores se ha interpretado esta destitución como un triunfo del uribismo.  
En todo caso, a pesar del reconocimiento mayoritario que se le hace a Morales por su valentía y autonomía, lo cierto es que su credibilidad y margen de maniobra se venía reduciendo dramáticamente en los últimos años por cuenta de su matrimonio con una persona señalada y previamente investigada por vínculos con grupos paramilitares (ver informe de coyuntura de diciembre 2011).
ECUADOR
El mes de febrero estuvo marcado tanto por la resolución del caso del Diario El Universo, así como el perdón y la remisión de las sentencias interpuestas por el presidente Correa en contra de los directivos de dicho Diario y los autores del libro “El Gran Hermano”, cuanto por el hallazgo de droga en la valija diplomática ecuatoriana. En este mes se definió el calendario electoral para las elecciones generales del 2013, se programaron visitas diplomáticas al CIDH y la sede de la Unión Europea y se posesionó el nuevo Comandante del Ejército ecuatoriano.

Perdón y remisión de sentencias al Diario El Universo y los autores del libro “El Gran Hermano”
El perdón y la remisión de la sentencia de los juicios en contra del diario El Universo y sus directivos, así como también de la sentencia en contra de los dos autores del libro “El Gran Hermano”, los periodistas Juan Carlos Calderón y Christian Zurita por daño moral, realizados por el presidente Rafael Correa, resaltan lo pronosticado por el Vicepresidente de la República, Lenin Moreno. En efecto, el Vicepresidente de la República, el personaje más popular del Ecuador, con cuotas de apoyo bastante por encima de las del propio Presidente, declaró en los momentos de mayor polarización que no compartía criterios ni comentarios sobre los procesos entablados, pues predecía que los juicios acabarían en un clima de entendimiento.
Los representantes de los enjuiciados y diversos analistas muestran al perdón y a la remisión de las sentencias como una inobjetable expresión de la pérdida de legitimidad de los juicios. Ello se reflejaría en la crítica a los juicios y a las sentencias de los mismos en diversos editoriales y artículos de respetados medios de prensa del hemisferio, en la inédita decisión de periódicos de nueve países de la región y de manera especial en Colombia, de reproducir el artículo del periodista Emilio Palacios que dio origen al juicio contra él y El Universo. A ello se sumaría la expedita otorgación de asilo por Panamá a uno de los propietarios de El Universo, la solicitud de medidas cautelares emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos – CIDH; así como también, la carta abierta en defensa de la libertad en el Ecuador, firmada por 140 intelectuales de diversos países y continentes, incluidos 37 provenientes del Ecuador.  
Por su parte, personeros de gobierno señalan que el gesto del presidente Correa se basa en su magnánimo carácter y desinterés personal y en que los objetivos políticos de desnudar el poder de los grandes medios y sentar precedentes han sido logrados. Para varios analistas lo que el presidente Correa consiguió en los estrados judiciales tiene, en efecto, un valor precedente de enorme importancia que se ilustra en la frase presidencial “Perdón sin olvido”.


Calendario electoral aprobado para las elecciones generales 2013
El Consejo Nacional Electoral - CNE aprobó el calendario electoral que regirá para las próximas elecciones generales del 2013. La primera vuelta electoral se realizará el próximo 17 de febrero de 2013, en donde se elegirá Presidente, Vicepresidente, Asambleístas Nacionales y Provinciales; y el 7 de abril de 2013, se realizaría la segunda vuelta electoral. El número de electores que sufragarán en el proceso electoral es de alrededor de 11.6 millones de ciudadanos. Las organizaciones políticas tienen hasta el 17 de agosto del presente año para inscribirse, luego de dicha fecha aquellas organizaciones que no se hayan inscrito no podrán participar en el proceso electoral.
El 18 de octubre del presente año se convocaría a elecciones, el período de campaña electoral se extendería del 4 de enero al 14 de febrero del 2013, el 14 de mayo del 2013 se posesionarían los Asambleístas Nacionales y Provinciales y el 24 de mayo el Presidente y Vicepresidente de la República.
Con este calendario electoral la controversial y ampliamente criticada Reforma al Código de la Democracia, que adquirió validez jurídica a principios de febrero luego del veto presidencial al proyecto de reforma sometido por la Asamblea Nacional, podrá entrar en vigencia para las elecciones de febrero y abril del 2013.
Visitas programada del Canciller de la República a la sede de la Unión Europea y la Corte Interamericana de Derechos Humanos
En marzo el Canciller de la República realizará una visita oficial a la sede de la Unión Europea con el objeto de buscar relanzar las negociaciones comerciales con dicho bloque económico. La gestión es seguida con el mayor interés por los gremios empresariales que buscan que el Ecuador pueda negociar un acuerdo con tan importante socio comercial. En ese marco, diversos exdiplomáticos y cancilleres criticaron con bastante dureza las declaraciones de la Cancillería en relación a las decisiones de la CIDH, la cual luego del perdón y remisión de sentencia realizada por el Presidente, será visitada por el Canciller para “rechazar” la  injerencia  de la CIDH en asuntos de soberanía interna e indagar las razones por las que este organismo estaría cometiendo “severos errores”. 
Críticas de Asociación de Diplomáticos ecuatorianos en servicio pasivo
Diplomáticos y excancilleres criticaron la postura minoritaria del Ecuador en la votación de la Asamblea General de las Naciones Unidas que condenó la represión del gobierno de Siria. No obstante, sin duda sus críticas más duras estuvieron dirigidas a lo que ellos consideran “extrema falta de transparencia y profesionalismo” en el tratamiento de la crisis suscitada por el hallazgo de 40 kilogramos de cocaína ocultos en un envío por valija diplomática de la cancillería entre instrumentos artísticos pertenecientes a un grupo musical ecuatoriano con el cual el gobierno desinteresadamente deseaba colaborar. En criterio de los citados exdiplomáticos, el envío de los instrumentos artísticos, pese a que los mismos fueron sometidos a los exámenes y verificaciones correspondientes, viola expresas disposiciones de la convención de Viena sobre inmunidades, mientras que desde el punto de vista de las altas autoridades gubernamentales ello no hace sino seguir costumbres de cooperación tradicionalmente  realizadas por la cancillería.    
Posesión del nuevo Comandante del Ejército ecuatoriano
Coincidiendo con un informe en el que de acuerdo a noticias de prensa, el Ejército advierte que el crimen y el narcotráfico “pueden desbordarse” en el Ecuador y que de  ocurrir ello “se generaría una violencia extrema en el país”, fue posesionado el General Marco Vera como nuevo Comandante del Ejército. En la ceremonia de posesión, el Ministro de Seguridad, Homero Arellano,  señalo los importantes avances logísticos y tecnológicos a los que ahora tienen acceso las fuerzas del orden. Asimismo resaltó que el país requiere de la “patriótica complementación entre militares y policías, “basta de pensar en que el militar está solo para acciones de seguridad en la frontera y el policía para la seguridad interna, eso debe cambiar rápido”, sentenció.
FUENTES:
· El comercio. Disponible en www.elcomercio.com
· Diario El Hoy. Disponible en: www.hoy.com.ec 

PERÚ
La coyuntura política peruana estuvo concentrada en la reciente captura del cabecilla de uno de los remanentes del grupo terrorista Sendero Luminoso, Florindo Flores alias “Artemio”. Bajo su mando un grupo de subversivos que continuaban con la ideología del ex líder Abimael Guzmán (hoy en prisión) tenían bajo su control la zona del Huallaga, ubicada en el interior de la selva peruana. El Huallaga es también una de las principales zonas en la ruta del tráfico ilícito de drogas. La captura a cargo de las fuerzas armadas y la policía nacional fue recibida favorablemente por la opinión pública, los medios y todas las fuerzas políticas, incluidas las de oposición, debido al sentido estratégico que tiene la captura en la lucha contra el terrorismo y el narcotráfico en el país. Lo más probable es que al cabecilla terrorista reciba la máxima condena como es la cadena perpetua en la misma sede donde hoy cumple la misma condena Abimael Guzmán. 
En tanto en el campo de los conflictos sociales, tres peritos internacionales contratados por el estado peruano iniciaron su labor de revisión de las condiciones técnicas del proyecto aurífero Conga que, meses atrás, ocasiono la primera crisis política de este gobierno. Los resultados que arrojen dicho estudio permitirán al Estado tomar la decisión correspondiente sobre la continuidad o no del proyecto. Sin embargo, el Presidente regional de Cajamarca, departamento del conflicto, acudió a instancias internacionales para solicitar apoyo en su lucha contra el proyecto. Mientras tanto, hace unas semanas, se realizo una movilización social en protesta contra el proyecto a cargo de organizaciones sociales, civiles y políticas de la zona del conflicto. La “Marcha del Agua” como se denomino el acto comenzó su trayecto en Cajamarca llegando a Lima semanas después en donde recibió el apoyo de otras organizaciones y algunos congresistas oficialistas. Por otro lado, el Gobierno enfrento una segunda movilización regional desde el sur del país, en el departamento de Tacna por mejores condiciones ambientales para la extracción minera y defensa del agua. A diferencia del conflicto de Conga en esta ocasión el Ejecutivo llego con éxito a un acuerdo con las autoridades regionales evitando mayores problemas.
El proceso de reglamentación de la Ley de Consulta Previa a los Pueblos Indígenas, aprobado en agosto del año pasado, pasó por un momento de inflexión luego que las organizaciones indígenas que estuvieron participando de las rondas de consulta propiciadas por el Gobierno manifestaron su disconformidad. A través de un pronunciamiento público los líderes de las organizaciones indígenas sostuvieron su desacuerdo con algunos artículos de la propuesta debido a que, desde su punto de vista, no reflejan el espíritu de consulta del Convenio 169 de la OIT. Según lo manifestado por los actores mencionados, el borrador del texto de reglamentación de la Ley otorga al Estado la potestad de dirimir en los conflictos sin tomar en cuenta la voz de las poblaciones consultadas.
Finalmente el Congreso de la República fue objeto de críticas de un sector de la oposición política llegando a plantearse la posibilidad de una eventual censura al actual Presidente del Congreso, Daniel Abugattas, del partido oficialista. La moción de censura, encabezada por la bancada parlamentaria aprista y con el apoyo de un sector fujimorista, fue presentada en razón de presuntos manejos políticos del Programa de Gestores del Desarrollo promovido por el mismo Abugattas. El programa fue denunciado públicamente por pretender asumir funciones del Ejecutivo que no le corresponde a un órgano de representación como el Congreso –como es la gestión de demandas locales– y por la poca transparencia con la que fue contratado el personal destacado para tal fin, entre ellos algunos ex parlamentarios del Partido Nacionalista (el partido del gobierno). Abugattas ha denunciado por su parte un intento de boicot a su gestión como presidente del Congreso y al partido de gobierno con el fin de que un sector de la oposición intente obtener la próxima Presidencia del Congreso. 
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